El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONTRATO DE SEGURO / PRESCRIPCIÓN / TÉRMINO, DOS AÑOS / INTERRUPCIÓN / REGULACIÓN LEGAL / ANÁLISIS PROBATORIO / NO SE PRODUJO LA INTERRUPCIÓN PEDIDA EN ESTE CASO.
En la primera de las pretensiones de la demanda se solicitó declarar interrumpida la prescripción del contrato de seguro del que da cuenta la póliza No. 2776456; el juzgado, en la sentencia proferida declaró probada la excepción de prescripción y que la interrupción solicitada no se produjo. (…)
El artículo 1801 del Código del Comercio que regula lo relativo al término de prescripción de las acciones emanadas del contrato de seguro, dice en lo pertinente:

“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.

“La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción…”

Es necesario precisar que el fenómeno de la prescripción ordinaria, que es la que al caso interesa, impide ejercitar las acciones derivadas del contrato de seguro cuando ha transcurrido el término de dos años previsto en la norma transcrita, sin hacerlo. (…)
… la demandante se enteró del porcentaje de la pérdida de capacidad para laborar el 2 de diciembre de 2004, los dos años con los que contaba para iniciar la acción tendiente a obtener la indemnización con fundamento en el contrato de seguro a que se refiere la póliza descrita, vencían el 2 de diciembre de 2006.

Empero, la demanda con la que se inició la acción fue presentada el 3 de abril de 2008. Es decir, un año y cuatro meses después. (…)
Sin embargo, sostiene la parte actora, ese término de prescripción se interrumpió y solicita se haga la declaración respectiva.

Como el Código de Comercio no regula lo relacionado con la interrupción de la prescripción, por mandato del artículo 822 de esa obra, acudirá la sala a las normas generales del derecho civil para definir la cuestión y concretamente al artículo 2539 del Código Civil…
En síntesis, estaba prescrita, para la fecha en que se formuló la demanda, la acción proveniente del contrato de seguro a que se refieren los supuestos fácticos de ese escrito, hecho que no desconoce la parte actora, quien como primera pretensión solicitó se declarara que se había interrumpido, lo que no se probó.
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En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 26 de junio de 2019, procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso la parte demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Doce Civil del Circuito de Medellín, el 5 de abril de 2011, en el proceso ordinario instaurado por la señora Sandra Milena Serna Jiménez contra la sociedad Suramericana de Seguros de Vida S.A.

PRETENSIONES 

Solicita la parte actora se hagan las declaraciones que a continuación se resumen: a) se declare la interrupción de la prescripción por vía natural, “la cual nació a cargo” de la sociedad demandada, según póliza No. 2776456, que se plasmó y reconoció en contrato de transacción suscrito por las partes el 26 de septiembre de 2006; b) se declare la existencia de la obligación a cargo de la referida sociedad, derivado del contrato de vida “CONVIVA CRECIENDO”, a raíz del siniestro acaecido a la demandante; c) se condene a la demandada a pagar a la citada señora, la indemnización del amparo por incapacidad total y permanente, por valor de $91.510.309, debidamente indexada y con intereses moratorios; d) se ordene a la sociedad demandada presentar la liquidación completa de lo que por tales conceptos adeuda a la demandante y e) se condene a la misma demandada a pagar las costas del proceso.
HECHOS
Como hechos constitutivos de la causa petendi, el apoderado de la parte actora invocó, en extenso, los que a continuación se sintetizan:
1. Suramericana de Seguros de Vida expidió la póliza de vida No. 2776456, el 30 de julio de 1999, con vigencia desde el día siguiente, correspondiente al Plan A, Conviva Creciendo, mediante la cual se obligó a asegurar a la señora Sandra Milena Serna Jiménez frente a los riesgos de renta diaria por hospitalización e invalidez total y permanente, en cuantía de $91.510.309, de acuerdo con la última renovación que tuvo lugar el 4 de agosto de 2004.

2. Se pactó que el valor de las primas fuera debitado, de manera automática, por la aseguradora, de una cuenta que tenía la actora en Conavi, hoy Bancolombia, que fue la intermediaria en la venta de la póliza.
3. A pesar de la forma como se pactó el pago de las primas, la demandada no debitó las sumas respectivas, en reiteradas ocasiones, de manera oportuna, a pesar de que contaba con fondos suficientes.
4. La demandante cumplió estrictamente lo pactado; transcurrieron cinco años “a partir de la fecha de su iniciación”; la demandada  toleró y aceptó explícitamente pagos en forma diferente a como fueron pactados; es decir, consintió que se hicieran de manera diversa.

5. Presentó reclamación porque se produjeron los siniestros, pues  estuvo hospitalizada y perdió la capacidad para laborar en el 50,41%; se le negó el primero, ocurrido en mayo 6 de 2005, con fundamento en que la póliza fue cancelada desde el 30 de julio de 2004, por no pago de las primas, a pesar de que el siniestro ocurrió el 6 de mayo de ese año, estaba al día con el pago y los síntomas de su enfermedad aparecieron en 2003. 

6. Se llamó a la referida compañía a audiencia de conciliación, que fracasó; con posterioridad, el 20 de septiembre de 2006, acordaron que le reconocía $635.417 por el amparo de renta diaria por hospitalización y que la asegurada desistía de cualquier reclamación por ese aspecto, escrito en el que además se consignó  que para cuando se produjo ese riesgo, estaba vigente el seguro de vida No. 2776456, mas no al estructurarse la invalidez, pues estaba en mora y por tanto, no hay lugar a la indemnización reclamada.

7. En tal forma se interrumpió la prescripción desde el 20 de septiembre de 2006, por vía natural, de acuerdo con el inciso 2º, artículo 2539 del Código Civil; además porque adujo que el seguro de vida estaba cancelado desde el 30 de julio de 2004, pero lo reconoció en la fecha indicada; de haberse producido, con la transacción, alguna renuncia a cualquier reclamación, debe tenerse por no escrita, pues los derechos son irrenunciables, más aún cuando son fundamentales.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. La demanda se admitió por auto del 11 de abril de 2008.

2. Trabada la relación jurídica procesal, la sociedad demandada dio respuesta al libelo. Aceptó parcialmente los hechos de la demanda; negó los relacionados con la responsabilidad que se le endilga por el no débito oportuno de las primas y sostuvo que el contrato de seguro estaba terminado para cuando se produjo el siniestro por invalidez. Como excepciones de fondo propuso las de prescripción; terminación automática del seguro; inexistencia de interrupción natural de la prescripción e improcedencia de la acumulación de indexación o intereses.
3. De tales excepciones de dio traslado a la parte actora, que oportunamente se pronunció; sin mayores resultados prácticos, se realizó la audiencia prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil; se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas en la medida de colaboración de las partes y  vencida esa etapa, se dio traslado a las parte para alegar, oportunidad en la que ninguna de las partes se pronunció; la demandada lo había hecho con anterioridad.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
Se produjo el 5 de abril de 2011. En ella, se declaró probada la excepción de prescripción, sin que se hubiese interrumpido  y se condenó en costas a la parte demandante.

Para decidir así, en síntesis, consideró el funcionario de primera sede que se produjo aquel fenómeno porque desde cuando se notificó la calificación de invalidez a la demandante hasta la fecha en que se formuló la demanda, corrieron más de dos años; prescripción que no se interrumpió porque la demandada no reconoció la indemnización por invalidez, sino que expuso sus objeciones frente a la reclamación por ese riesgo.
RECURSO DE APELACIÓN
Inconforme con el fallo, lo apeló el apoderado de la demandante. Considera que no se produjo la prescripción de la acción, porque la misma se interrumpió, de acuerdo con el artículo 2539 del Código Civil, en razón a que el deudor reconoció la obligación. Explica que esto último puede suceder de manera expresa o tácita, términos que define desde el punto de vista semántico para agregar que a nivel jurídico nada habría que cambiar, también los efectos de esa interrupción.
Aduce que la demandada, al suscribir el contrato de transacción con la demandante, el 26 de septiembre de 2006, reconoce expresamente que la última venía asegurada mediante la póliza que sirvió de sustento para elevar las pretensiones, “anotando con toda claridad los componentes propios de dicha póliza y la razón por la cual fue negada la reclamación”; llegaron a un acuerdo que solo cubrió el amparo de renta diaria por hospitalización; la demandante desistió  de toda reclamación frente al  mismo; la entidad aseguradora consignó que al hacer la reclamación por ese aspecto, sí estaba vigente el referido seguro, pero no ocurrió lo mismo al momento de estructurarse la invalidez, con el argumento de que  estaba en mora y por tanto, no había lugar a indemnizarla por ese aspecto.
Así, considera, es claro que la demandada reconoce explícita y tácitamente la obligación por la incapacidad total y permanente de la actora; en ese escrito niega la reclamación por ese concepto aduciendo la mora, “cuya circunstancia está suficientemente soportada en la sustentación que en otrora hiciere con la presentación de la demanda, está actuando y definiendo nuevamente la situación, trayéndola al momento presente y actualizando por consiguiente la obligación, haciendo reconocimiento reitero, implícito, ya tácito de la misma”, lo que enmarca la obligación en el precepto atrás citado.
Agregó que para la compañía de seguros, el contrato estaba cancelado desde el 30 de julio de 2004, pero lo reconoce el 26 de septiembre de 2006, y que en el interrogatorio absuelto por su representante legal, dijo que la actora presentó dos reclamaciones, una por renta diaria por hospitalización y otra por invalidez total y permanente; se intentó una conciliación prejudicial que fracasó y sin embargo, la compañía analizó con mayor “detenimiento ambas reclamaciones” (resaltado tomado del texto original).
Afirma que la demandada omitió allegar varios documentos que le fueron solicitados por el juzgado en oficio 1153, los que no aportó a pesar de las rogativas de la actora, renuencia que reconoció el juzgado y que dijo tendría en cuenta al dictar el fallo, a lo que no procedió, a pesar de que constituye un indicio grave en su contra.

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se acceda a las pretensiones de la demanda.

CONSIDERACIONES 

1. Es lo primero afirmar que este asunto se resolverá con fundamento en las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, pues aún no ha hecho tránsito legislativo.

2. Se hallan satisfechos en su integridad los presupuestos procesales y como ninguna causal de nulidad se ha configurado, se dictará  sentencia de mérito. 

3. Además, las partes están legitimadas en la causa, como intervinientes en el contrato de seguro de vida, hecho no controvertido en el plenario, respecto del cual se solicita se hagan las declaraciones imploradas en la demanda.
4. En la primera de las pretensiones de la demanda se solicitó declarar interrumpida la prescripción del contrato de seguro del que da cuenta la póliza No. 2776456; el juzgado, en la sentencia proferida declaró probada la excepción de prescripción y que la interrupción solicitada no se produjo.

5. De acuerdo con la competencia que otorga a este tribunal el artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, corresponde establecer, en primer lugar, si la prescripción que declaró probada el juzgado se interrumpió; solo de establecerse que así fue, se analizarán las demás pretensiones de la demanda y de prosperar tales peticiones, se estudiarán las demás excepciones propuestas.
6. El artículo 1801 del Código del Comercio que regula lo relativo al término de prescripción de las acciones emanadas del contrato de seguro, dice en lo pertinente:

“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción…”

Es necesario precisar que el fenómeno de la prescripción ordinaria, que es la que al caso interesa, impide ejercitar las acciones derivadas del contrato de seguro cuando ha transcurrido el término de dos años previsto en la norma transcrita, sin hacerlo. 

6.1 Al proceso se incorporaron, entre otros, los siguientes documentos:

6.1.1 Póliza de seguro de vida Conviva Creciendo, distinguida con el No. 1023815638, expedida por  Suramericana, en la que figura como asegurada la señora Sandra Milena Serna Jiménez, frente a los riesgos de vida, incapacidad total y permanente, gastos exequiales y renta diaria por hospitalización, con vigencia desde el 30 de julio de 1999
.
6.1.2 Copia del dictamen rendido por la Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia, el 2 de diciembre de 2004, en el que se califica en el 50,41% la pérdida de la capacidad para trabajar a la señora Sandra Milena Serna Jiménez, con fecha de estructuración el  29 de octubre de 2004
.

6.1.3 Acta de la notificación que de esa calificación se hizo de manera personal a la demandante, el 2 de diciembre de 2004
.

A los anteriores documentos se les otorga mérito demostrativo aunque no fueron autenticados en alguna de las formas previstas en el artículo 252 del código de Procedimiento Civil, siguiendo precedente reciente de la Corte Suprema de Justicia, en el que dijo:

“No obstante, la aportación de reproducciones mecánicas o fotostáticas no podía realizarse de cualquier modo, por cuanto el canon 254 del Estatuto Procesal Civil, condicionaba su importancia denotativa, entre otros casos, “(…) cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada (…)”…

Con todo, hoy día, la anotada regla probatoria, reafirmada por la jurisprudencia de esta Corte
, debe comprenderse en contextos procesales donde haya duda en el origen o en el contenido del instrumento escrito de que se trate, pero no cuando la conducta de los sujetos en contienda, respecto de los duplicados informales de documentos públicos, despejan cualquier incógnita acerca de su creación o significado…

El cumplimiento de las formalidades tendientes a hallar la autenticidad, resulta esencial frente a las copias simples, siempre que exista incertidumbre sobre el autor o procedencia del documento, sea público o privado, y deja de serlo en sentido contrario, esto es, cuando no se controviertan; pues lo realmente importante es confirmar la autenticidad de éste, cual ocurre, según el tenor del inciso 1º del artículo 252 del Código de Procedimiento Civil, cuando hay “(…) certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado (…)”.

En este caso,  tales documentos no fueron desconocidos por alguna de las partes y por ende, no existe incertidumbre sobre el autor y la procedencia de ellos. Por ende, se reitera, se les otorga valor demostrativo.

De los mismos surge que como la demandante se enteró del porcentaje de la pérdida de capacidad para laborar el 2 de diciembre de 2004, los dos años con los que contaba para iniciar la acción tendiente a obtener la indemnización con fundamento en el contrato de seguro a que se refiere la póliza descrita, vencían el 2 de diciembre de 2006.
Empero, la demanda con la que se inició la acción fue presentada el 3 de abril de 2008
. Es decir, un año y cuatro meses después.

7. Sin embargo, sostiene la parte actora, ese término de prescripción se interrumpió y solicita se haga la declaración respectiva.
Como el Código de Comercio no regula lo relacionado con la interrupción de la prescripción, por mandato del artículo 822 de esa obra, acudirá la sala a las normas generales del derecho civil para definir la cuestión y concretamente al artículo 2539 del Código Civil, en el que además justifica el apoderado de la demandante la primera pretensión elevada.

Dice ese precepto: 

“Interrupción natural y civil de la prescripción extintiva. La prescripción que extingue las acciones ajenas, puede interrumpirse, ya natural, ya civilmente.

Se interrumpe naturalmente por el hecho de reconocer el deudor la obligación, ya expresa, ya tácitamente.

Se interrumpe civilmente por la demanda judicial; salvo los casos enumerados en el artículo 2524.”

Estima el demandante que en este caso se produjo la interrupción natural, por el hecho de reconocer la aseguradora, en forma expresa y tácita, su obligación de indemnizar a la demandante, por el riesgo de incapacidad total y permanente, que fue objeto de amparo en el contrato de seguro de vida, del que da cuenta la póliza No. 2776456.

Es menester entonces constatar si en realidad la aseguradora reconoció aquel deber a su cargo y si en tal forma impidió que se consolidara la prescripción que corría.

7.1 Encuentra el impugnante el reconocimiento de la obligación a su cargo en el contrato de transacción que  celebraron las partes, el que cada una de ellas aportó al proceso en copia inauténtica
 y que será apreciado de conformidad con la jurisprudencia que atrás se mencionó.

En ese escrito, se señalaron como antecedentes que la actora tenía suscrito con la demandada la póliza de seguro de Conviva Creciendo No. 2776456, desde el 30 de julio de 1999, cuyo objeto era proteger los riesgos de muerte, incapacidad total y permanente, renta diaria por hospitalización, entre otros; la citada señora reclamó por los dos últimos, la que se negó en razón a que el seguro se canceló desde el 30 de julio de 2004, por falta de pago de la prima; se intentó conciliación en el Centro de Conciliación de la Universidad de Medellín, con resultados negativos.

Se agregó que no obstante lo anterior y dadas las conversaciones sostenidas con posterioridad a esa audiencia, se constató que cuando se “causó la reclamación por el amparo de renta diaria por hospitalización, sí se encontraba vigente el seguro de vida No. 2776456, pero por el contrario, al momento  de estructurarse la invalidez de la señora SANDRA MILENA SERNA JIMÉNEZ, este seguro se encontraba en mora, por lo tanto no hay lugar a la indemnización solicitada por la asegurada”.

A renglón seguido consignan los acuerdos a los que llegaron, únicamente por el amparo de renta diaria por hospitalización. 

Para la Sala, en ese documento no puede hallarse el reconocimiento de la obligación a cargo de la sociedad demandada de cancelar a la señora demandante el valor de la indemnización por incapacidad  total y permanente, pues no fue eso lo que se consignó en él.
Por el contrario, ese amparo se dejó de reconocer en ese acto, porque el seguro estaba en mora y por ende, no había lugar a cancelar la indemnización respectiva, de manera entonces que no puede considerarse probado, en esa transacción, un reconocimiento, ni expreso, ni tácito, de la obligación de que se trata.

Del escrito por medio del cual el apoderado de la demandante formuló alegatos en esta sede, se infiere que encuentra esa aceptación, así se haya negado de manera expresa a pagar la indemnización por el riesgo referido, en la circunstancia de que en tal forma “está actuando y definiendo nuevamente la situación, trayéndola al momento presente y actualizando por consiguiente la obligación, haciendo reconocimiento reitero (sic) implícito, ya tácito de la misma”.

Empero, no es el hecho de referirse a la obligación de que se trata, en los términos que lo hizo la sociedad demandada, es decir, negándose a pagar la indemnización respectiva por que el seguro se encontraba en mora, lo que permite la interrupción de la prescripción, sino el reconocimiento de esa obligación, lo que no se produjo en el caso concreto, en el que lo que de manera exclusiva se aceptó aquella relacionada con el pago de la indemnización por el amparo de renta diaria por hospitalización. Ni siquiera se expresó que el contrato estaba vigente para cuando se estructuró la invalidez de la demandante, el 29 de octubre de 2004.

7.1 También se refiere el citado profesional a las manifestaciones que hizo la representante legal de la sociedad demandada en el interrogatorio absuelto, que al responder la pregunta 16, dijo que después de fracasada la conciliación extrajudicial que se intentó, la compañía procedió a “analizar con mayor detenimiento ambas reclamaciones”.

En esa mera manifestación no puede hallarse una confesión que reúna los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil, pues no reconoció la representante de la entidad demandada la existencia de la obligación. El abogado que representa a la demandante se quedó corto al transcribir las  manifestaciones que hizo la citada señora al responder la pregunta a que se refiere, pues también dijo que reconocieron el pago de la indemnización por hospitalización porque para entonces el seguro estaba vigente, lo que no sucedió con la indemnización por incapacidad y por eso se dijo en el contrato de transacción que celebraron, que ese amparo no se reconocía.
7.2 Sostiene el recurrente que se deducen indicios en contra de la parte demandada, quien se abstuvo de aportar varios  documentos “requeridos por el Despacho en Oficio 1153, numerales 1 y 2”, a pesar de sus “rogativas”, que no fueron escuchadas.

En el auto que decretó pruebas, a instancias de la parte demandante, se ordenó oficiar a la entidad demandada para que aportara los documentos originales de los débitos automáticos efectuados por concepto de prima de seguros en la cuenta de la demandante, discriminando las fechas en que fueron descontadas; además, aportar el original del contrato de transacción que celebró con la misma señora el 20 de septiembre de 2006
 y con tal fin, se libró el oficio 1153 del 19 de agosto de 2008
.

Aunque en realidad la parte demandada no dio respuesta a ese oficio y pueda deducirse un indicio en su contra de su conducta procesal, de acuerdo con el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, ese medio probatorio no resulta idóneo para demostrar el hecho que considera la recurrente interrumpió la prescripción, pues lo relacionado con el pago de las primas del seguro en que sustenta la pretensión indemnizatoria, no guarda relación con aquel supuesto fáctico y porque la Sala concedió mérito demostrativo al contrato de transacción que celebraron las partes el 20 de septiembre de 2006, así se hubiese aportado en fotocopia inauténtica y en ese documento tampoco se encontró prueba del mismo.

8. No sobra decir que la prescripción que empezó a correr el 2 de diciembre de 2004 pudo verse interrumpida por lo menos durante tres meses, cuando se intentó la conciliación extrajudicial, de acuerdo con el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, pero como la acción se intentó un año y cuatro meses después, no alcanza a producir el efecto pretendido para acceder a la primera de las pretensiones planteadas.

9. En síntesis, estaba prescrita, para la fecha en que se formuló la demanda, la acción proveniente del contrato de seguro a que se refieren los supuestos fácticos de ese escrito, hecho que no desconoce la parte actora, quien como primera pretensión solicitó se declarara que se había interrumpido, lo que no se probó.

DECISIONES Y CONCLUSIÓN 

Se confirmará el fallo que se revisa y se condenará a la actora a pagar las costas causadas en esta sede. No se fijarán las agencias en derecho, porque la mayoría de la Sala, sobre tal aspecto, considera debe aplicarse el Código General del Proceso.

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Doce Civil del Circuito de Medellín, el 5 de abril de 2011, en el proceso ordinario instaurado por la señora Sandra Milena Serna Jiménez contra la sociedad Suramericana de Seguros de Vida S.A.

SEGUNDO: Costas en esta instancia a cargo de la demandante y en favor de la sociedad demandada.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Con salvamento parcial de voto



DUBERNEY HERRERA GRISALES

Con salvamento de voto

       

       
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 18, cuaderno No. 1


� Folios 63, 132 y 133 del cuaderno N. 1, 2, del cuaderno No. 2 y 5 del cuaderno No. 3


� Folio 4, cuaderno No. 2


� Ídem.    


� Sala de Casación Civil, sentencia SC3862-2019 del 20 de septiembre de 2019, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona


� Folio 15, cuaderno No. 1


� Ver folios 69 a 71 y 136 a 138 del cuaderno No. 1


� Folios 171 y 172, cuaderno No. 1


� Folio 181, cuaderno No. 1
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